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PROYECTO DE LEY 
—— 

 

 Artículo 1º. (Declaración de interés general).- Declárase de interés general la 
prevención del ahogamiento, su reconocimiento como problema de salud pública, y la 
promoción de acciones coordinadas para reducir la morbilidad, mortalidad y eventos 
adversos relacionados con la inmersión o sumersión en cuerpos de agua, naturales o 
artificiales, en todo el territorio nacional. 

 Artículo 2º. (Definiciones).- A los efectos de la presente ley se define por: 

 a) Ahogamiento: proceso que tiene como resultado dificultades respiratorias por 
inmersión o sumersión en un medio líquido, pudiendo derivar en muerte 
(ahogamiento fatal), sin morbilidad o con distintos grados de morbilidad 
(ahogamiento no fatal). 

 b) Seguridad acuática: conjunto de políticas, programas, acciones y medidas 
destinadas a prevenir el ahogamiento y disminuir riesgos en entornos 
acuáticos. 

 c) Eventos adversos acuáticos: todo incidente relacionado con inmersión o 
sumersión que requiera rescate, intervención sanitaria o produzca lesiones. 

 d) Ambiente o medio acuático: playas, ríos, arroyos, lagos, océanos, canteras, 
represas, piscinas públicas o particulares, parques acuáticos, embarcaderos, 
puertos y demás instalaciones o espacios donde exista riesgo de inmersión. 

 e) Piscina: aquella estructura artificial destinada a almacenar agua con fines de 
prácticas recreativas, deportivas, terapéuticas o el simple baño. Incluye 
además del estanque o vaso. 

 Las piscinas se clasifican en: 

 a) públicas y privadas de uso público: aquellas destinadas al público general o a 
un grupo definido de usuarios, de forma gratuita o por intermedio de un pago. 
Los usuarios pueden ser personas pertenecientes a instituciones sociales, 
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educativas, deportivas, recreativas, médicas o complejos residenciales de 
viviendas plurifamiliares en espacio de uso común.  Comprende asimismo a 
las piscinas en complejos hoteleros, parques acuáticos, alojamientos 
turísticos o de campamento, cuando superen 40 usuarios por día. 

 b) particulares: aquellas destinadas únicamente a la familia e invitados del 
propietario u ocupante, incluyéndose las ubicadas en fincas objeto de 
arrendamientos. (a reglamentaria). 

 c) zona habilitada para baños: son aquellos cuerpos de agua que cuentan con 
servicio de guardavidas o personal idóneo con capacitación certificada en 
prevención, asistencia y auxilio y señalizaciones que indiquen peligros 
puntuales y riesgos. 

 d) zona no habilitada para baños: son aquellos cuerpos de agua que no cumplen 
las características anteriores. 

 Artículo 3º. (Plan Nacional de Seguridad Acuática).- El Ministerio de Salud Pública, 
en coordinación con el Sistema Nacional de Emergencias (SINAE), la Secretaría Nacional 
del Deporte (SND)  y la Mesa Interinstitucional de Seguridad Acuática (MISA) elaborarán, 
aprobarán y actualizarán cada cinco años un Plan Nacional de Seguridad Acuática.  

 El Plan sugerirá: 

 1. Establecer metas cuantificadas de reducción de ahogamientos, con horizonte 
máximo de cinco años. 

 2. Implementar medidas de prevención primaria, secundaria y terciaria, con enfoque 
de ciclo vital. 

 3. Diseñar políticas diferenciadas para niños, adolescentes y jóvenes, que 
constituyen los grupos de mayor riesgo. 

 4. Incorporar medidas para todos los entornos acuáticos, urbanos y rurales. 

 5. Incluir programas nacionales de educación, comunicación de riesgos y 
capacitación. 

 6. Determinar estándares mínimos para servicios de rescate, infraestructura 
acuática, barreras de protección y equipamiento. 
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 7. Articular acciones con las intendencias departamentales y municipios. 

 Artículo 4º. (Integración técnica y coordinación interinstitucional).- A los efectos de la 
implementación del Plan, se convocará a la Mesa Interinstitucional de Seguridad Acuática 
(MISA), órgano técnico asesor, honorario y permanente y contará con un representante 
de los siguientes organismos:  

 - del Ministerio de Salud Pública, que lo presidirá. 

 - del Sistema Nacional de Emergencia, 

 - de la Secretaría Nacional del Deporte, 

 - del Ministerio del Interior, 

 - del Ministerio de Educación y Cultura, 

 - del Ministerio de Defensa, 

 - del Ministerio de Turismo, 

 - de la Administración Nacional de Educación Pública, 

 - del Congreso de Intendentes, 

 - de la Sociedad Uruguaya de Pediatría, 

 - de la Universidad de la República. 

 Asimismo, podrán ser invitadas a participar de este ámbito, organizaciones de la 
sociedad civil con competencia en la materia. 

 La MISA actuará como órgano técnico asesor para la priorización de medidas, 
actualización de evidencia, elaboración de reglamentos y evaluación anual. 

 Artículo 5º.- Educación y formación obligatoria. 

 1.- Encomiéndese al Ministerio de Salud Pública y a la Secretaría Nacional del 
Deporte, propender a la coordinación con la Universidad de la República a efectos del 
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diseño e implementación de programas nacionales de capacitación en seguridad acuática, 
primeros auxilios y Soporte Vital Básico para docentes, educadores, entrenadores y 
personal de instituciones deportivas, promoviéndose  además la inclusión de contenidos  
de prevención y seguridad acuática en centros deportivos y educativos, públicos y 
privados. 

 2.- Se encomienda asimismo al Ministerio de Salud Pública y a la Secretaría 
Nacional del Deporte propender a la coordinación la coordinación con la Administración 
Nacional de Educación Pública a efectos de viabilizar la inclusión en sus Programas de 
Educación Inicial, Primaria y Media de contenidos relacionados con la seguridad acuática 
y prevención de ahogamientos. 

 Artículo 6º. (Seguridad en piscinas).- Asegurar que las piscinas u otros entornos 
acuáticos sean gestionados de la forma más segura posible tiene como propósito la 
protección de la salud pública y el bienestar. Se destaca que la supervisión atenta, 
cercana y constante es esencial para la seguridad de los niños y niñas. Toda piscina de 
uso público o privado deberá cumplir los siguientes requisitos mínimos: 

Artículo 6º). (Sistemas de seguridad).- 

a) públicas y privadas de uso público, deberán contar con: 

- sistemas de drenaje y desagüe que cumplan con las normas internacionales 
sobre prevención de succión y atrapamiento, 

- señalización visible de profundidad, normas de uso y riesgos, 

- registro y reporte obligatorio de incidentes y eventos adversos al Sistema 
Nacional de Vigilancia, 

- protocolos de actuación frente a situaciones de emergencia. 

b) piscinas particulares: las piscinas enterradas o semienterradas al aire libre, 
cuyo contenido de agua superen los XYZ metros cúbicos, procurarán contar con 
al menos uno de los siguientes sistemas de seguridad en especial de habitar 
menores de edad en el hogar, sin perjuicio de la ampliación de estos mediante la 
reglamentación, que deberá asimismo establecer las especificaciones técnicas de 
cada uno de ellos: 
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- cercado o valla perimetral que aísle la piscina, de altura no menor a 1,30 m, 

- alarma de inmersión, 

- cubiertas de seguridad que soporten el peso de un adulto sin hundirse. 

 La MISA actuará como organismo de referencia para las recomendaciones de 
seguridad acuática. Para ello, creará guías y recomendaciones de libre acceso para el 
uso seguro de las piscinas y las prácticas acuáticas seguras. 

 Artículo 7º. (Seguridad en playas, ríos, lagos y cuerpos de agua naturales).- Los 
Centros Coordinadores de Emergencias Departamentales (CECOED) y la MISA sugerirán 
a las Intendencias departamentales: 

 1. Elaborar un Plan Departamental de Seguridad Acuática, alineado con el Plan 
Nacional de Seguridad acuática vigente. 

 2. Determinar, señalizar y comunicar públicamente las zonas habilitadas y no 
habilitadas para baño. 

 3. Garantizar la presencia de guardavidas en aquellas zonas de uso recreativo 
masivo, conforme a criterios técnicos de gestión integral del riesgo. 

 4. Instalar señalización uniforme y estandarizada de acuerdo a un sistema nacional. 

 5. Implementar campañas de educación y prevención que respondan a la realidad 
local. 

 Artículo 8º. (Sistema Nacional de Registro de Ahogamientos).- Créase el Sistema 
Nacional de Registro de Ahogamientos y Eventos Adversos Acuáticos que dará 
seguimiento a los casos de ahogamientos fatales y no fatales a cargo del Ministerio de 
Salud Pública, a cuyos datos estarán al servicio de la MISA como el SINAE. 

 El registro será obligatorio para: 

 - Servicios de Salud 

 - Ministerio de Defensa 
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 - Ministerio del Interior 

 - Servicios de guardavidas 

 La MISA publicará un informe anual, con datos abiertos y desagregados. 

 Artículo 9º. (Obligaciones para actividades acuáticas, turísticas y deportivas).- Toda 
empresa o institución que preste servicios de deportes náuticos, recreación acuática, 
transporte fluvial o lacustre, parques acuáticos o similares deberá: 

 a) Contar con personal certificado en rescate, primeros auxilios y Soporte Vital 
Básico. 

 b) Utilizar equipamiento homologado, incluyendo chalecos salvavidas según 
normas nacionales. 

 c) Presentar protocolos de emergencia, planes de evacuación y seguros de 
responsabilidad civil. 

 Artículo 10. (Fondo Nacional de Seguridad Acuática).- Créase el Fondo Nacional de 
Seguridad Acuática (FONSA), destinado a financiar: 

 1. Programas nacionales de educación y prevención. 

 2. Equipamiento de seguridad acuática para intendencias y servicios de 
guardavidas. 

 3. Infraestructura de seguridad en playas, ríos, piscinas. 

 4. Capacitación de personal especializado en prevención, asistencia y auxilio. 

 5. Investigación y Sistemas de Registro Nacional de Ahogamientos. 

 Financiamiento 

 El Fondo se integrará con: 

 a) Aportes del Gobierno Central asignados en la Ley de Presupuesto y 
Rendiciones de Cuentas. 

 b) Donaciones, legados y cooperación internacional. 
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 c) Multas y sanciones derivadas del incumplimiento de la presente ley. 

 La administración del Fondo estará a cargo de una Comisión Administradora 
integrada por representantes de la MISA y el MEF. 

 Artículo 11. (Fiscalización).- El MSP en el marco de sus competencias, fiscalizará el 
cumplimiento de esta ley y su reglamentación. 

 Artículo 12. (Sanciones).- El incumplimiento de las disposiciones previstas en esta 
ley dará lugar a: 

 a) Apercibimiento. 

 b) Multas. 

 c) Suspensión temporal de habilitaciones. 

 d) Clausura, en caso de riesgo grave. 

 e) Comunicación a la justicia cuando corresponda. 

 La reglamentación fijará escalas de sanciones y los montos de multas serán entre 10 
y 1.000 UR.   

 Artículo 13. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley 
dentro de los ciento ochenta días de su promulgación. 

 Artículo 14. (Vigencia).- La presente ley entrará en vigor a los noventa días de su 
publicación en el Diario Oficial. 

Montevideo, 3 de junio de 2026 

JOSÉ LUIS SATDJIAN 
REPRESENTANTE POR MONTEVIDEO  

ANDRÉS GREZZI DE ARMAS 
REPRESENTANTE POR FLORES 

NIBIA REISCH 
REPRESENTANTE POR COLONIA 
FEDERICO PREVE COCCO 

REPRESENTANTE POR CANELONES 
LUIS GALLO CANTERA 

REPRESENTANTE POR CANELONES 



 - 8 -

NICOLLE SALLE 
REPRESENTANTE POR MONTEVIDEO 

SANDRA BETTI 
REPRESENTANTE POR PAYSANDÚ 

————— 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
—— 

 

 Los miembros de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social sugiere a la 
Cámara de Representantes la aprobación del proyecto de ley sobre Seguridad Acuática y 
Prevención de Ahogamientos, aprobado por unanimidad de sus integrantes, por entender 
que se trata de una iniciativa necesaria, oportuna y de alto impacto para la protección de 
la vida y la salud de nuestra población. 

 El proyecto que hoy ponemos a consideración aborda una problemática que durante 
muchos años ha permanecido invisibilizada, pese a las graves consecuencias humanas, 
sanitarias y sociales que genera. 

 El ahogamiento constituye una de las principales causas de muerte accidental 
prevenible en el mundo y también en nuestro país. Sin embargo, a diferencia de otras 
causas de mortalidad prevenible que han sido objeto de políticas públicas específicas y 
sostenidas, Uruguay aún no contaba con una estrategia nacional integral orientada a la 
prevención de estos eventos. 

 Los datos disponibles son tan contundentes como preocupantes. 

 En los últimos cinco años fallecieron en Uruguay 189 personas por ahogamiento. 
Detrás de cada una de esas cifras existe una historia truncada, una familia devastada y 
una tragedia que, en la enorme mayoría de los casos, pudo haberse evitado. 

 Pero la dimensión real del problema es aún mayor. 

 El Ministerio de Salud Pública estima que por cada persona fallecida al menos 4 
personas requieren atención en un centro de salud luego de sufrir un episodio de 
inmersión o sumersión. Ello permite estimar que, además de las 189 personas fallecidas, 
aproximadamente 756 personas sobrevivieron tras requerir asistencia sanitaria, algunas  
de ellas con secuelas físicas. 

 Por lo tanto, no estamos únicamente frente a una causa de mortalidad. Estamos 
ante una problemática de salud pública que genera discapacidad, dependencia, 
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sufrimiento familiar, costos sanitarios y pérdidas sociales que impactan sobre toda la 
comunidad. 

 La situación resulta especialmente alarmante cuando observamos a quiénes afecta. 

 El ahogamiento constituye la primera causa de muerte por lesiones no intencionales 
en menores de 5 años y la segunda en menores de 10 años. Asimismo, los jóvenes de 
entre 14 y 24 años concentran más del 30% de los ahogamientos registrados en el país. 

 Estos datos reflejan una realidad que debe interpelarnos profundamente. 

 Cuando un niño pierde la vida por ahogamiento, no estamos frente a una fatalidad 
inevitable. Estamos frente a un fracaso de la prevención. 

 La evidencia científica internacional demuestra que la inmensa mayoría de los 
ahogamientos son evitables cuando existen medidas adecuadas de educación, 
supervisión, señalización, capacitación, infraestructura segura y respuesta oportuna. 

 La propia Organización Mundial de la Salud ha identificado al ahogamiento como 
una de las principales causas de muerte prevenible y recomienda a los Estados 
desarrollar estrategias nacionales permanentes para enfrentarlo. 

 Nuestro país presenta además factores de riesgo particulares. 

 Contamos con una extensa costa oceánica, importantes cursos fluviales, lagunas, 
arroyos, puertos deportivos, zonas de pesca, actividades náuticas recreativas y un 
crecimiento sostenido de piscinas privadas y colectivas. 

 Los episodios ocurren en playas, ríos, arroyos, canteras, represas, embarcaciones, 
clubes deportivos, complejos turísticos e incluso dentro de los propios hogares. 

 Las zonas costeras de Canelones, Maldonado y Rocha, así como la costa del río 
Uruguay y numerosos cuerpos de agua interiores, concentran una parte importante de 
estos eventos. 

 Existe además una marcada diferencia por sexo. Aproximadamente 4 de cada 5 
personas fallecidas por ahogamiento son varones, lo que refleja una relación cercana a 4 



 - 11 -

hombres por cada mujer, asociada a una mayor exposición a conductas de riesgo y a la 
sobreestimación de las propias capacidades en entornos acuáticos. 

 Por ello, la prevención no puede limitarse a campañas estacionales durante el 
verano. 

 Se requiere una política pública permanente, coordinada y basada en evidencia. 

 Precisamente ese es el objetivo central de este proyecto de ley. 

 La iniciativa reconoce expresamente al ahogamiento como un problema de salud 
pública y establece, por primera vez en nuestro país, un marco normativo nacional 
destinado a coordinar, planificar y fortalecer las acciones de prevención en todos los 
ámbitos donde exista riesgo de inmersión o sumersión. 

 El proyecto define con claridad conceptos fundamentales como ahogamiento, 
seguridad acuática, eventos adversos acuáticos, zonas habilitadas y no habilitadas para 
baño y los distintos tipos de piscinas, generando una base conceptual uniforme para el 
diseño e implementación de políticas públicas. 

 Asimismo, encomienda al Ministerio de Salud Pública, en coordinación con el 
Sistema Nacional de Emergencias, la Secretaría Nacional del Deporte y los demás 
organismos competentes, la elaboración de un Plan Nacional de Seguridad Acuática, con 
objetivos, estrategias y metas orientadas a reducir la mortalidad y la morbilidad asociadas 
a los ahogamientos. 

 Dicho plan deberá contemplar medidas de prevención primaria, secundaria y 
terciaria, incorporando acciones específicas para niños, adolescentes y jóvenes, que 
constituyen los grupos más vulnerables, así como para todos los ambientes acuáticos 
existentes en el territorio nacional. 

 El proyecto crea además una Mesa Interinstitucional de Seguridad Acuática, 
integrada por organismos públicos, academia, comunidad científica y especialistas, con el 
cometido de asesorar técnicamente al Estado, promover la actualización permanente de 
la evidencia disponible y coordinar acciones entre los distintos actores involucrados. 

 Uno de los aspectos más relevantes de la iniciativa es la incorporación de la 
educación como herramienta central de prevención. 
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 La experiencia internacional demuestra que enseñar a reconocer riesgos, actuar 
responsablemente en entornos acuáticos y adquirir conocimientos básicos de rescate, 
primeros auxilios y reanimación cardiopulmonar salva vidas. 

 Por ello, el proyecto promueve la incorporación progresiva de contenidos vinculados 
a la seguridad acuática en los ámbitos educativos y deportivos, así como la capacitación 
de docentes, entrenadores, educadores y demás personas vinculadas a actividades 
recreativas y deportivas. 

 La iniciativa también establece disposiciones específicas para fortalecer la seguridad 
en piscinas públicas y privadas de uso público, exigiendo señalización adecuada, 
protocolos de emergencia, sistemas seguros de drenaje y mecanismos de reporte de 
incidentes. 

 Del mismo modo, fomenta la adopción de medidas de protección en piscinas 
particulares, especialmente en aquellos hogares donde residen niños, procurando 
disminuir uno de los factores de riesgo más relevantes identificados por la evidencia 
científica internacional. 

 Otro componente fundamental es el fortalecimiento de la prevención en playas, ríos, 
lagunas y demás cuerpos de agua naturales. 

 A tales efectos, se promueve la elaboración de planes departamentales de 
seguridad acuática, la identificación y señalización de zonas habilitadas y no habilitadas 
para baño, la instalación de sistemas uniformes de advertencia y el fortalecimiento de los 
servicios de guardavidas en aquellas áreas de uso recreativo intensivo. 

 Asimismo, el proyecto crea un Sistema Nacional de Registro de Ahogamientos y 
Eventos Adversos Acuáticos, instrumento imprescindible para conocer la verdadera 
magnitud del problema. 

 Lo que no se mide adecuadamente difícilmente pueda prevenirse de manera eficaz. 

 Contar con información sistemática sobre edad, sexo, lugar, circunstancias, 
desenlace y secuelas permitirá diseñar políticas públicas más eficientes y evaluar 
objetivamente los resultados obtenidos. 
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 La iniciativa incorpora además obligaciones específicas para empresas e 
instituciones que desarrollen actividades náuticas, recreativas, deportivas o turísticas 
vinculadas al agua, exigiendo personal capacitado, equipamiento adecuado y protocolos 
de emergencia. 

 Finalmente, se crea un Fondo Nacional de Seguridad Acuática destinado a financiar 
programas educativos, equipamiento, infraestructura preventiva, capacitación e 
investigación, asegurando que las medidas previstas por la ley puedan transformarse 
efectivamente en acciones concretas. 

 Se trata, en definitiva, de una norma moderna, integral y preventiva. 

 Una ley que no busca actuar después de la tragedia. 

 Busca evitar que la tragedia ocurra. 

 Cada niño que no se ahogue gracias a una barrera de protección en una piscina. 

 Cada adolescente que conozca los riesgos de ingresar a zonas no habilitadas para 
baño. 

 Cada familia que reciba información adecuada para prevenir accidentes. 

 Cada persona que pueda ser rescatada a tiempo gracias a mejores sistemas de 
prevención y respuesta. 

 Cada vida preservada justificará ampliamente la aprobación de esta norma. 

 Las sociedades modernas se distinguen no solamente por su capacidad de 
reaccionar frente a los problemas, sino también por su capacidad de anticiparse a ellos. 

 Legislar para prevenir es una de las expresiones más valiosas de la función pública. 

 Y pocas acciones preventivas tienen un valor tan trascendente como aquellas 
destinadas a proteger la vida humana. 

 Las cifras históricas demuestran la necesidad de actuar. Entre los años 2009 y 2016 
fallecieron 174 menores de 19 años por ahogamiento en Uruguay. Asimismo, nuestro país 
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llegó a registrar una tasa de 3,9 fallecidos por cada 100.000 habitantes, una de las más 
elevadas de América Latina. 

 Cada una de esas muertes representa una pérdida irreparable. Pero, sobre todo, 
representa una oportunidad de prevención que no llegó a tiempo. 

 Por todo lo expuesto, y convencidos de que estamos frente a una iniciativa que 
permitirá salvar vidas, evitar sufrimientos irreparables y fortalecer las políticas públicas de 
prevención, la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social solicita al Cuerpo la 
aprobación del presente proyecto de ley. 

Montevideo, 3 de junio de 2026 

JOSÉ LUIS SATDJIAN 
REPRESENTANTE POR MONTEVIDEO  

ANDRÉS GREZZI DE ARMAS 
REPRESENTANTE POR FLORES 

NIBIA REISCH 
REPRESENTANTE POR COLONIA 
FEDERICO PREVE COCCO 

REPRESENTANTE POR CANELONES 
LUIS GALLO CANTERA 

REPRESENTANTE POR CANELONES 
NICOLLE SALLE 

REPRESENTANTE POR MONTEVIDEO 
SANDRA BETTI 

REPRESENTANTE POR PAYSANDÚ 
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